


 2 

    

2. La posición mayoritaria en la que se sustenta la sentencia da respuesta a esta cuestión 

en el FJ 7.6.3.1 haciendo un importante esfuerzo argumental en sustentar tanto la carencia de una 

base sólida para cuestionar la constitucionalidad del art. 42 CP como de la relevancia de su 

cuestionamiento en el contexto del presente recurso de amparo.  

 

 La carencia de una base sólida para el cuestionamiento de la constitucionalidad 

del precepto es fundamentada por la posición mayoritaria en el amplio margen que ha reconocido 

la jurisprudencia constitucional al legislador para que decida los bienes objeto de protección 

penal, las conductas reprochables y el tipo, cuantía y duración de la respuesta punitiva. A partir 

de ello, se afirma que, si bien la imposición de la pena de inhabilitación prevista en el art. 42 CP 

implica siempre la pérdida definitiva del cargo público que se ostenta en el momento de cometer 

el hecho y no está sometida a modulación alguna, es el propio legislador el que ha realizado la 

ponderación sobre la proporcionalidad de esta respuesta penológica en el momento de atribuirla 

a determinadas conductas y no a otras.  

 

 Por otra parte, en cuanto a la relevancia del cuestionamiento en el caso particular 

de la imposición de esta pena al delito de desobediencia del art. 410 CP, aplicado al demandante 

de amparo, se afirma que no se considera desproporcionado que una norma penal prevea la 

pérdida de un cargo público como consecuencia de la comisión de un hecho delictivo en el 

ejercicio de ese cargo público por elementales principios de prevención general y especial.    

 

3. Considero que estas razones no consiguen, hasta el límite de hacer innecesaria la 

apertura del trámite tendente a valorar el eventual planteamiento de una cuestión (interna) de 

inconstitucionalidad, despejar las dudas que desde la perspectiva del principio de 

proporcionalidad penal suscita el efecto automático e indefectible de la pérdida definitiva del 

cargo público establecido en el art. 42 CP en los términos que plantean el demandante de amparo 

y también parte de la doctrina penal española. Tampoco aprecio que se dé razón suficiente para 

entender que un eventual cuestionamiento en este procedimiento de amparo no solo supera el 

juicio de aplicabilidad –no es controvertido que el alcance de la pérdida definitiva de los cargos 

públicos establecida en las sentencias impugnadas deriva de la aplicación del art. 42 CP- sino el 

de relevancia, pues entiendo que no cabría excluir el carácter determinante de un pronunciamiento 

sobre su constitucionalidad para el supuesto suscitado en el presente recurso de amparo. 
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especialmente en el art. 25.1 CE; y (b) ubicar de manera residual los supuestos de desproporción 

penal evidente en la configuración de los tipos penales como actuaciones legislativas contrarias 

a los principios de justicia (art. 1.1 CE) y de respeto a la dignidad humana (art. 10.1 CE) con una 

posibilidad de control de constitucionalidad muy debilitada y excepcional. 

 

En ese sentido, la STC 65/1986, de 22 de mayo, afirmaba que “en principio, el juicio sobre 

proporcionalidad de la pena, prevista por la ley con carácter general, con relación a un hecho 

punible que es presupuesto de la misma, es de competencia del legislador. […] 

Consecuentemente, no cabe deducir del artículo 25.1 de la Constitución Española un derecho 

fundamental a la proporcionalidad abstracta de la pena con la gravedad del delito” (FJ 3). En 

relación con ello, en el fundamento jurídico 2, se hacía una consideración general sobre que “el 

principio de proporcionalidad de la pena pueda considerarse consagrado por otros preceptos 

constitucionales. Especialmente los que constituyen a España como Estado de Derecho y 

proclaman la justicia como valor superior de su ordenamiento jurídico (art. 1) y el que establece 

que la dignidad de la persona humana y los derechos que le son inherentes son fundamento del 

orden político y de la paz social (art. 10)”. En consolidación de esta posición acudieron las SSTC 

160/1987, de 27 de octubre, FJ 6, y 150/1991, de 4 de julio, FJ 4. 

 

Estos pronunciamientos son los que se han asentado en relación con las invocaciones del 

principio de proporcionalidad sancionadora en el ámbito del derecho administrativo sancionador 

[así, por ejemplo, ATC 145/2015, de 10 de septiembre, FJ 4, o STC 13/2021, de 28 de enero, FJ 

5 b)], sin duda por la imposibilidad de que en estos casos exista una vinculación de la 

proporcionalidad penal con una eventual limitación del derecho a la privación de libertad. 

 

(ii) La anterior posición jurisprudencial sufrió un importante giro con la STC 55/1996, de 

28 de marzo, que aborda el principio de proporcionalidad penal, aun pretendiendo mantener una 

cierta línea continuista, desde una perspectiva completamente diferente caracterizada por los tres 

criterios siguientes: (a) el principio de proporcionalidad no es un canon autónomo; (b) el principio 

de proporcionalidad penal está conectado con el principio general de proporcionalidad vinculado 

a los derechos fundamentales; y (c) la fundamentación del principio de proporcionalidad penal 

se integra por la relación con la eventual restricción de derechos fundamentales en que pueda 

consistir la conducta sancionada o, más claramente, con la consecuencia jurídica de privación de 

libertad que implica, pero con un reconocimiento natural en el art. 25.1 CE, lo que permite hacer 
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por ejemplo, AATC 233/2004, de 7 de junio, y 332/2005, de 13 de septiembre; o SSTC 99/2008, 

de 24 de julio; 45/2009, de 19 de febrero; 127/2009, de 26 de mayo, o 60/2010, de 7 de octubre). 

 

6. Por su parte, la STC 136/1999, en atención al precedente de la STC 55/1996, desarrolla 

dos criterios centrales que conforman parte de la posición del Tribunal respecto del principio de 

proporcionalidad penal en la configuración legislativa de los tipos penales y que son de interés 

para la resolución del presente recurso de amparo: 

 

(i) La STC 136/1999, como planteamiento central y a los efectos de establecer el encaje 

constitucional del principio de proporcionalidad penal —en aquel caso en relación con el delito 

de colaboración con banda armada—, asume los planteamientos de la STC 55/1996 y subraya 

que dicho principio está vinculado tanto a la restricción que puede suponer el tipo penal de 

determinados derechos fundamentales por la conducta sancionada como a la restricción que 

supone la imposición de una pena privativa de libertad (o, en este caso, de una pena privativa de 

derechos) y, por tanto, que ambos aspectos pueden ser objeto de análisis en vía de amparo bajo 

la invocación del art. 25.1 CE en relación con los derechos fundamentales sustantivos 

concernidos. 

 

Así, en la STC 136/1999 se afirma que “en materia penal, ese sacrificio innecesario o 

excesivo de los derechos puede producirse bien por resultar innecesaria una reacción de tipo penal 

o bien por ser excesiva la cuantía o extensión de la pena en relación con la entidad del delito 

(desproporción en sentido estricto). En esta materia, en la que la previsión y aplicación de las 

normas supone la prohibición de cierto tipo de conductas a través de la amenaza de la privación 

de ciertos bienes —y, singularmente, en lo que es la pena más tradicional y paradigmática, a 

través de la amenaza de privación de la libertad personal—, la desproporción afectará al 

tratamiento del derecho cuyo ejercicio queda privado o restringido con la sanción. El contexto 

sancionador nos va a conducir con naturalidad del ámbito de la libertad personal (art. 17 CE) —

cuando, como es ahora el caso, la pena sea privativa de libertad— al ámbito del principio de 

legalidad en materia sancionadora (art. 25.1 CE) (SSTC 55/1996, 161/1997, 61/1998), sin que, 

en conexión también con él, quepa descartar que quede también lesionado el derecho cuyo 

ejercicio quedaba implicado en la conducta prohibida. En el presente caso la pretendida 

desproporción afectaría, pues, como hemos avanzado, al art. 25.1 CE en su relación con la libertad 

personal (art. 17 CE) y con las libertades de expresión y de información del art. 20 CE y la de 

participación en los asuntos públicos del art. 23 CE” (FJ 22). 
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Respecto del aspecto (c), la STC 136/1999 afirma que “el precepto resulta, en efecto, 

inconstitucional únicamente en la medida en que no incorpora previsión alguna que hubiera 

permitido atemperar la sanción penal a la entidad de actos de colaboración con banda armada 

que, si bien pueden en ocasiones ser de escasa trascendencia en atención al bien jurídico 

protegido, no por ello deben quedar impunes. Expresado en otros términos, no es la apertura de 

la conducta típica de colaboración con banda armada la que resulta constitucionalmente objetable, 

sino la ausencia en el precepto de la correspondiente previsión que hubiera permitido al juzgador, 

en casos como el presente, imponer una pena inferior a la de prisión mayor en su grado mínimo. 

A partir, por tanto, de la apreciación por parte de la Sala sentenciadora de que nos encontramos 

ante uno de los mencionados ‘actos de colaboración’ con banda armada, el precepto legal en 

cuestión hubiera debido permitir la imposición de una pena proporcionada a las circunstancias 

del caso: no habiéndolo hecho así, el reiterado precepto incurre en inconstitucionalidad en el 

sentido que se acaba de indicar” (FJ 30). 

 

 

III. La jurisprudencia comunitaria sobre el principio de proporcionalidad como mandato 

del principio de legalidad sancionadora (art. 49.3 CDFUE) dirigido al legislador. 

 

8. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre el principio de 

proporcionalidad penal resulta de especial interés tomando en consideración que el art. 49.3 

CDFUE reconoce este principio como una garantía autónoma dentro del derecho a la legalidad 

penal, al establecer que “la intensidad de las penas no deberá ser desproporcionada en relación 

con la infracción”. A esos efectos, los aspectos centrales de la jurisprudencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea sobre el particular son las siguientes: 

 

(i) Se trata de un principio penal autónomo e independiente con sustantividad propia 

(STJUE de 4 de octubre de 2018, asunto C-384/17, § 40-45), conforme al cual las sanciones 

previstas en una normativa no deben exceder de lo que resulta necesario para lograr los objetivos 

legítimamente perseguidos por esa normativa y la gravedad de las sanciones deberá adecuarse a 

la gravedad de las infracciones que castigan, garantizando un efecto realmente disuasorio 

(SSTJUE de 16 de julio de 2015, asunto C-255/14, § 22-23; y de 11 de febrero de 2021, asunto 

C-77/20, § 37-38). 
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especial para empleo o cargo público uno de cuyos efectos es la pérdida definitiva del cargo 

público que se ostente en el momento de la firmeza de la condena.  

  

10. El contenido de esta pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público está 

determinado en el art. 42 CP e implica una doble consecuencia: (i) “la privación definitiva del 

empleo o cargo sobre el que recayere, aunque sea electivo, y de los honores que le sean anejos”; 

y (ii) “la incapacidad para obtener el mismo u otros análogos, durante el tiempo de la condena. 

En todo caso en la sentencia habrán de especificarse los empleos, cargos y honores sobre los que 

recae la inhabilitación”. 

 

Esta pena, en lo que se refiere a su efecto automático de privación del cargo público –sea 

o no electivo-, supone una injerencia en el derecho de acceso a los cargos públicos del art. 23.2 

CE que, además, no permite al aplicador del derecho adecuar la gravedad de las infracciones que 

castiga por la ausencia de una regulación legal que posibilite aminoraciones de responsabilidad 

o sustituibilidad de esta sanción lo que podría plantear dudas fundadas de que incurriera en una 

vulneración del principio de proporcionalidad penal. 

 

En efecto, esta sanción permite una adecuación a la gravedad del ilícito cometido a través 

de la tradicional técnica legislativa de que se establece por el legislador (i) una duración temporal 

diferente dependiendo de la importancia del interés protegido por el delito y (ii) un marco 

temporal que permite individualizar la pena en función de las concretas circunstancias 

concurrentes en la comisión del delito. Sin embargo, tiene un contenido aflictivo autónomo e 

independiente de ese marco temporal, como es el ya citado de la privación definitiva del cargo 

público, que permite sustentar dudas fundadas de constitucionalidad por falta de proporcionalidad 

en relación con el derecho de acceso a los cargos públicos (art. 23.2 CE). 

 

Estas dudas de constitucionalidad, en los términos que se desarrollarán a continuación, se 

fundamentan en que (i) la ineludibilidad de la privación definitiva del cargo público está 

propiciada por la ausencia de una regulación legal que permita ponderar el efecto radical que 

supone para el art. 23.2 CE respecto de cualquier circunstancia concurrente en el hecho; (ii) la 

diferente, y más grave, incidencia que tiene en los supuestos de cargos públicos de representación 

política por la imposibilidad de la aplicación de la institución de la rehabilitación, que sí resultaría 

de aplicación, en su caso a determinados cargos públicos no representativos; y (iii) la ausencia 

de mecanismos institucionales previos para el caso de los cargos públicos de representación 
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la pérdida definitiva del cargo público, sin embargo, sí permiten eludir la aplicación misma de 

esta pena de inhabilitación especial como pena accesoria. 

 

En efecto, (a) el art. 56.1 CP determina que es imperativo imponer alguna o algunas de 

las penas accesorias, pero no establece la obligatoriedad de la aplicación de esta pena de 

inhabilitación especial, sino que permite la opción por la pena de suspensión de empleo o cargo 

público o la de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 

condena, que no implican el efecto penal directo de la privación del cargo público (arts. 43 y 44 

CP); (b) el art. 56.1 CP establece que la elección de la pena accesoria a imponer lo será 

“atendiendo a la gravedad del delito”; y (c) el art. 56.1.3º CP, al establecer entre las penas 

accesorias la de inhabilitación para empleo o cargo público, lo hace en conjunción con otras penas 

de inhabilitación especial -profesión, oficio, industria, comercio, ejercicio de la patria potestad, 

tutela, curatela, guarda o acogimiento o cualquier otro derecho, la privación de la patria potestad-

, disponiendo que su imposición queda condicionada a que “estos derechos hubieran tenido 

relación directa con el delito cometido, debiendo determinarse expresamente en la sentencia esta 

vinculación”.  

 

(ii) Esta pena de inhabilitación especial, cuando está prevista legalmente como única pena 

principal es de imposición obligatoria y, con independencia de su extensión temporal, tiene como 

consecuencia inmediata y automática, de conformidad con lo previsto en el art. 42 CP, la 

privación definitiva del cargo. Por tanto, en estos casos el efecto de la pérdida del cargo público 

es ineludible sin posibilidad de ponderación alguna por parte del aplicador jurídico.  

 

(iii) Esta pena de inhabilitación especial, cuando está prevista legislativamente como pena 

principal de aplicación conjunta con una pena de otra naturaleza nunca lo es de manera 

alternativa. Esto es, no se prevé legislativamente la posibilidad de que el aplicador del derecho, 

para adecuar la respuesta penal al hecho cometido, pueda optar por cualquiera de las penas 

principales sino que debe imponerlas acumuladamente. Ello implica que, al igual que en los casos 

en que se establece como pena principal única, no hay manera de que el aplicador jurídico eluda 

el efecto automático previsto en el art. 42 CP de la privación definitiva del cargo público, con 

independencia de la extensión temporal de la inhabilitación ni de que concurra con una pena de 

otra naturaleza. 
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La pérdida definitiva del empleo o cargo público, si bien con carácter general incide en el 

derecho de acceso a los cargos públicos previstos en el art. 23.2 CE, tiene un diferente alcance, 

más incisivo, para los cargos públicos representativos que respecto del resto de cargos públicos, 

por las razones siguientes:  

 

(i) Determinados cargos públicos no representativos a los que se priva de manera 

definitiva de empleo por aplicación del art. 42 CP tiene la posibilidad legalmente establecida de 

su rehabilitación inmediata transcurrido el plazo de cumplimiento tal como sucede con los 

funcionarios, de conformidad con lo establecido en el art. 68 del Real Decreto Legislativo 5/2015, 

de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 

Empleado Público, desarrollado en el ámbito estatal por el Real Decreto 2669/1998, de 11 de 

diciembre, por el que se aprueba el procedimiento a seguir en materia de rehabilitación de los 

funcionarios públicos en el ámbito de la Administración General del Estado, al igual que se hace 

respecto de los funcionarios autonómicos en las normativas de cada Comunidad Autónoma. 

 

Por el contrario, los cargos públicos representativos, a pesar de que el plazo de 

cumplimiento resulte inferior en una proporción muy importante a lo que duraría el cargo para el 

que fueron elegidos, no tienen posibilidad de rehabilitación mientras hubiera durado el mandato 

sino que deben esperar, en su caso, a concurrir en subsiguientes procesos electorales. Esto es, la 

pena de inhabilitación especial para cargo público electivo, incluso en una cuantía mínima, que 

podría llegar a ser inferior a los tres meses por el juego de las circunstancias individualizadoras 

de la responsabilidad penal, determina indefectiblemente y sin posibilidad de ponderación de 

ninguna circunstancia de ningún tipo por parte del aplicador del derecho que un cargo público 

representativo con un mandato, por ejemplo, de cuatro años, se vea privado definitivamente de 

dicho cargo electivo.  

 

(ii) La pérdida ineludible del cargo público representativo no solo tiene un efecto directo 

en el derecho fundamental de representación política reconocido en el art. 23.2 CE, sino que, de 

conformidad con reiterada jurisprudencia constitucional, también tiene una proyección sobre el 

derecho de los ciudadanos a participar a través de la institución de la representación en los asuntos 

públicos reconocido en el art. 23.1 CE, con el que está íntimamente relacionado. 
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13. La ineludibilidad de la privación definitiva del cargo público del art. 42 CP en los 

casos de cargos públicos representativos de carácter autonómico no se ve compensada con la 

institución de la inmunidad parlamentaria: 

 

La pérdida ineludible del cargo público electivo como consecuencia de la aplicación del 

art. 42 CE adquiere una singular dimensión en el caso de los diputados autonómicos. La pérdida 

de un cargo público representativo de carácter nacional o europeo como consecuencia directa de 

los efectos derivados de una condena penal en que resulte de aplicación el art. 42 CP cuenta con 

un elemento esencial de salvaguarda de la injerencia que ello puede suponer en el art. 23.2 CE 

mediante la inmunidad procesal en materia penal, que exige la previa autorización de la cámara 

respectiva para la persecución penal (suplicatorio) de diputados y senadores, conforme a lo 

previsto en el art. 71.2 CE, y la de diputados del Parlamente Europeo en el art. 9 del Protocolo 

(núm, 7) sobre los privilegios y las inmunidades de la Unión Europea anexo al Tratado de la 

Unión Europea, al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de 

la Comunidad Europea de la Energía Atómica.  

 

La jurisprudencia constitucional ha destacado la dimensión institucional de esta 

inmunidad parlamentaria al incidir en la idea de que: (i) no puede concebirse como un privilegio 

personal que se establece en beneficio de los diputados o senadores, al objeto de sustraer sus 

conductas del conocimiento o decisión de los jueces y tribunales, sino que tiene una finalidad de 

protección del conjunto de funciones parlamentarias vinculada a la proclamación de la 

inviolabilidad de las Cortes Generales (art. 66.3 CE); (ii) la amenaza frente a la que protege la 

inmunidad solo puede ser de tipo político y consiste en la eventualidad de que la vía penal sea 

utilizada con la intención de perturbar el funcionamiento de las cámaras o de alterar la 

composición que les ha dado la voluntad popular y (iii) la corrección constitucional de la decisión, 

que cabe que sea valorada por el Tribunal Constitucional, depende de que resulte conforme a la 

finalidad que persigue la institución de la inmunidad parlamentaria, de modo tal que este Tribunal 

debe constatar que el juicio de oportunidad o de intencionalidad se ha producido en las cámaras 

de modo suficiente y en términos razonables o argumentales (así, por ejemplo, SSTC 90/1985, 

de 22 de julio; 206/1992, de 27 de noviembre; o 123/2001 y 124/2001, de 4 de junio). 

 

Por el contrario, al regular las inmunidades procesales de sus parlamentarios, ninguno de 

los estatutos de autonomía ha establecido la necesidad de una autorización previa de la cámara 

respectiva para la inculpación o procesamiento de los miembros de los poderes legislativos 
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Los únicos delitos que tiene prevista la pena de inhabilitación especial para empleo o 

cargo público como pena principal, de manera única o conjunta con otra, en su forma menos 

grave con un límite mínimo de seis meses, que es la que se impone para el delito de desobediencia 

del art. 410 CP, son los siguientes: (i) El delito de omisión del deber de perseguir delitos (art. 

408), castigado con esta inhabilitación por tiempo de seis meses a dos años; (ii) el delito de 

desobediencia (art. 410), castigado con una pena de multa de tres a doce meses y esta 

inhabilitación por tiempo de seis meses a dos años; (iii) el delito de negativa a juzgar, sin alegar 

cusa legal, o so pretexto de oscuridad, insuficiencia o silencio de la ley por juez o magistrado (art. 

448), castigado con esta pena de inhabilitación por tiempo de seis meses a cuatro años; (iv) el 

delito cometido por juez o magistrado, autoridad o funcionario público que, legalmente requerido 

de inhibición, continuare procediendo sin esperar a que se decida el correspondiente conflicto 

jurisdiccional (art. 509), castigado con la pena de multa de tres a diez meses y esta inhabilitación 

por tiempo de seis meses a un año; y (v) el delito de entrega por parte de un juez o magistrado de 

una causa criminal a otra autoridad o funcionario, militar o administrativo, que ilegalmente se la 

reclame (art. 529.1), castigado con esta pena de inhabilitación por tiempo de seis meses a dos 

años. 

 

Por tanto, desde la perspectiva de la extensión temporal de la pena de inhabilitación 

especial para el ejercicio de cargo público, el delito de desobediencia del art. 410 CP aplicado al 

demandante de amparo es uno de los ilícitos que menos gravedad tiene en la valoración abstracta 

realizada por el legislador penal. Esta circunstancia permite inducir que la eventual existencia de 

un régimen normativo modulador de la indefectibilidad de la privación del cargo público –por 

ejemplo, la posibilidad de suspensión o sustitución paralela a la prevista para las penas privativas 

de libertad- tuviera aplicación, entre otros delitos, al de desobediencia del 410 CP.  

  

17. La conexión de la conducta objeto de condena por desobediencia con la normativa 

electoral y su discontinuidad penológica con su eventual consideración como un ilícito 

administrativo en materia electoral:  

 

  El hecho objeto de la condena del demandante de amparo por un delito de desobediencia 

se ha producido en el contexto de la aplicación de la normativa electoral por su renuencia, en la 

condición de máximo responsable de los edificios públicos autonómicos como Presidente de la 
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18. El límite temporal de la pena de inhabilitación especial para cargo público impuesta 

al demandante de amparo tiene una extensión inferior al periodo del cargo público representativo 

del que ha sido privado: 

 

La pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público, tanto en la extensión 

prevista en abstracto para el delito de desobediencia del art. 410 CP por el que ha sido condenado 

el recurrente, que es de seis meses a dos años, como en la extensión en concreto impuesta por las 

resoluciones impugnadas, que es de un año y seis meses, es inferior a la del mandato para el que 

había resultado elegido. En unas circunstancias como estas, el efecto de la privación definitiva 

de este cargo no deriva de la extensión temporal impuesta, ni siquiera en abstracto, sino, 

exclusivamente, de la expresa previsión establecida en el art. 42 CP que establece como efecto 

ineludible de esta pena de inhabilitación, con independencia de su extensión temporal, esa pérdida 

del cargo público.  

 

Por tanto, tampoco cabría excluir, desde esta perspectiva, que la eventual existencia de un 

régimen normativo modulador de la indefectibilidad de la privación del cargo público –por 

ejemplo, la posibilidad de suspensión o sustitución paralela a la prevista para las penas privativas 

de libertad- tuviera aplicación, entre otros supuestos, para aquellos que, como es el caso analizado 

en este recurso de amparo, la pena de inhabilitación prevista en abstracto o concretamente 

impuesta resulte inferior a la del mandato representativo del que se priva al condenado.  

 

19. La pena de inhabilitación especial para cargo público impuesta al demandante de 

amparo recae sobre un cargo público representativo: 

 

La pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público impuesta al demandante 

de amparo se singularizó en las resoluciones impugnadas, por un lado, al “ejercicio de cargos 

públicos electivos, ya sean de ámbito local, autonómico, estatal o europeo”; y, por otro al 

“desempeño de funciones de gobierno en los ámbitos local, autonómico y del Estado”. Ello 

determinó que el demandante de amparo se viera privado en la sentencia condenatoria de los 

cargos que entonces ostentaba de diputado del Parlamento de Cataluña y de Presidente de la 

Generalidad. 
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20. La pena de inhabilitación especial para cargo público impuesta al demandante de 

amparo recae sobre un cargo público representativo autonómico:  

 

La pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público impuesta al demandante 

de amparo, si bien se singularizó en las resoluciones impugnadas en el ejercicio de cargos 

públicos electivos de ámbito local, autonómico, estatal o europeo y de desempeño de funciones 

de gobierno en los ámbitos local, autonómico y del Estado, se materializó en la privación 

definitiva de cargos públicos representativos de carácter autonómico.  

 

En los términos desarrollados anteriormente, la circunstancia de que la pérdida del cargo 

recaiga sobre un cargo público representativo autonómico plantea, desde la perspectiva de la 

injerencia que ello supone en el derecho de acceso a los cargos públicos (art. 23.2 CE), la cuestión 

adicional, frente a la del resto de cargos públicos representativos, de que no cuenta en su favor 

con la modulación de efectos ante esta injerencia que supone para algunos de los cargos públicos 

representativos la inmunidad respecto de un eventual sometimiento a proceso penal mediante el 

suplicatorio. En el ámbito autonómico, incluido el de la Comunidad Autónoma de Cataluña, no 

se ha desarrollado ninguna previsión normativa a semejanza de la prevista para los cargos 

públicos representativos estatales y europeos.   

 

 Por tanto, tampoco cabría excluir, desde esta perspectiva, que la eventual existencia de 

un régimen normativo modulador de la indefectibilidad de la privación del cargo público –por 

ejemplo, la posibilidad de suspensión o sustitución paralela a la prevista para las penas privativas 

de libertad- tuviera aplicación, entre otros supuestos, para aquellos que, como es el caso analizado 

en este recurso de amparo, la indefectibilidad de la pérdida del cargo público recaiga sobre un 

cargo público representativo autonómico que no cuenta en su favor con la eventual modulación 

de efectos que podría propiciar la institución del suplicatorio.  

 

 

VI. Conclusión 

 

21. Las razones expuestas con anterioridad considero que permiten sustentar la existencia 

de dudas fundadas sobre la constitucionalidad del efecto de la pérdida definitiva del empleo o 

cargo público prevista en el art. 42 CP en su aplicación a determinados ilícitos penales, desde el 




